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Nuevas medidas en materia
de vivienda y alquiler.

Por medio de la presente deseamos informarles 
sobre ciertos aspectos que pueden resultar de su 
interés dada la entrada en vigor con fecha 6 de 

marzo de 2019 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de 
marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y 
alquiler, que al igual que el derogado RDL 21/2018, 
de 14 de diciembre – que ha estado vigente desde el 
día 19 de diciembre de 2.018 hasta el 23 de enero 
de 2.019-, comprende modificaciones en cinco nor-
mas: la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU), la Ley 
sobre Propiedad Horizontal, la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y el Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.
 
Resumimos brevemente los aspectos más destacados:

 
A.- Modificaciones de la LAU.

 
Se amplía el plazo de prórroga obligatoria de los 

contratos de arrendamiento de vivienda de 3 a 5 años 
(o 7 años si el arrendador es persona jurídica).

Se amplía el plazo de prórroga tácita de 1 a 3 
años. Es el plazo temporal por el que se amplía el 
contrato una vez transcurrido el periodo de prórroga 
obligatoria, en el caso de que ninguna de las partes 
manifieste su voluntad de no renovarlo.

Se aumentan los plazos de preaviso para dar por 
extinguido el contrato. El arrendador deberá notificar 
con cuatro meses de antelación y el arrendatario con 
dos meses.

Se limitan las garantías adicionales a la fianza, que 
no podrán exceder del importe de dos mensualidades de 
renta, salvo que se trate de contratos de larga duración.

Se establece que los gastos de gestión inmobilia-
ria y formalización del contrato correrán a cargo del 
arrendador si este es persona jurídica (una sociedad o 
empresa). A diferencia de lo establecido en el anterior 
RDL no se contempla ninguna excepción.

Se aclara la remisión de los contratos de alquiler 
turístico de vivienda a la normativa sectorial turística 
que resulte aplicable.

No se requiere la inscripción del contrato de arren-
damiento en el Registro de la Propiedad para surtir 
efectos frente a terceros.

Se exige que la causa “de necesidad” para ocupar la 
vivienda para sí o sus familiares por parte del arrendador 
(persona física), que le faculta para resolver anticipada-
mente el contrato - una vez transcurrido el primer años 
de su duración-, haya sido manifestada expresamente 

al tiempo de su celebración. El preaviso del arrendador 
para recuperar la vivienda deberá ser de dos meses.

En caso de enajenación de la vivienda arrendada, el 
comprador deberá subrogarse en el contrato de arrenda-
miento respectando los plazos y condiciones pactadas, 
aunque no esté inscrito en el Registro de la Propiedad.

En los contratos de larga duración, podrá pactarse 
la renuncia a la subrogación en caso de fallecimiento 
del arrendatario. Se exceptúan los supuestos en los que 
el subrogado se encuentre en situaciones de especial 
vulnerabilidad.

El incremento de la renta de alquiler, producido 
por la actualización anual, no podrá exceder a la varia-
ción experimentada por el Índice de Precios al Consu-
mo (IPC) a fecha de cada actualización.

Se hace referencia al derecho de tanteo y retrac-
to que podrá establecer la legislación sobre vivienda, 
respecto a la totalidad del inmueble, en supuestos de 
venta conjunta de la vivienda con otras viviendas pro-
piedad del arrendador, o cuando se vendan de forma 
conjunta por parte de varios propietarios a un mismo 
comprador. 

Toda esta nueva normativa no es aplicable al al-
quiler de viviendas cuya superficie sea superior a 300 
m2 o cuya renta de alquiler inicial en cómputo anual 
exceda de 5,5 veces el SMI.

 
B.- Novedades en materia fiscal.

 
Se establece la exención del Impuesto sobre Trans-

misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos en la suscripción de contratos de arrendamiento de 
vivienda para uso estable y permanente.

Se habilita a los Ayuntamientos la posibilidad de 
establecer una bonificación de hasta el 95 por ciento 
en la cuota del IBI para las viviendas sujetas a alquiler 
a precio limitado.

Se exceptúa la obligación de repercutir el IBI al 
arrendatario en el alquiler social de vivienda por parte 
de Administraciones o entes públicos.

Se posibilita que los Ayuntamientos puedan deter-
minar mediante ordenanza fiscal el recargo del IBI a las 
viviendas desocupadas con carácter permanente.

C.- Modificaciones de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.
 

La reforma posibilita que los arrendatarios puedan 
instar procedimientos de juicio verbal cuando la cuan-
tía no supere 6.000.
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Se termina con los desahucios “abiertos”. Los juz-
gados deberán fijar el día y hora exactos para practicar 
los lanzamientos. 

Los juzgados comunicarán de oficio a los Servicios 
Sociales la existencia del procedimiento de desahucio, 
a los efectos de que puedan apreciar la posible situa-
ción de vulnerabilidad.

La suspensión de los procesos judiciales, en su-
puestos de vulnerabilidad del arrendatario, será de un 
mes en caso de que el arrendador sea persona física, 
y de tres meses, si el arrendador es persona jurídica.

 
D.- Sobre los precios de alquiler de la vivienda.

 
Se crea un Sistema de Índices de referencia del 

precio del alquiler de vivienda, que deberá ser elabo-

rado por la Administración General del Estado en el 
plazo de ocho meses.

 
Se prevé que para la determinación de dicho ín-

dice se utilizarán, entre otras fuentes de información, 
los datos procedentes de la Administración tributaria, 
del Catastro Inmobiliario, del Registro de la Propiedad 
y de los Registros de depósito de las fianzas de alquiler.

 
La reforma contenida en este Real Decreto-ley de-

berá convalidarse en el plazo máximo de 30 días por 
la Diputación Permanente del Congreso de Diputados, 
pero sus normas son ya aplicables desde el día 6 de 
marzo.

 BUFETE ROS PETIT

Control de fronteras

Una de las primeras lecciones en la materia de 
ciencias políticas que se imparte en las univer-
sidades de Estados Unidos es la definición de 

la soberanía, como la porción de territorio nacional 
donde el gobierno ejerce su potestad como soberano. 
Dicho de otro modo, si en una parte de un país, el 
gobierno central no puede aplicar las leyes, ni ejercer 
como gobierno , efectivamente en esa región ha deja-
do de ser soberano o descrito de otra manera se ha 
convertido en un simple soberano “titular”. (ejemplo: 
lo que fue la zona del canal de Panamá en su época 
gobernado por los Estados Unidos, los territorios de 
Colombia controlados por la guerrilla FARC o partes 
de Siria, Libia ,Iraq y Afganistán actualmente controla-
do por sus respectivos grupos armados)

Otro principio básico para la soberanía, es ejercer 
el control de las fronteras del país. Se puede ceder la 
soberanía de forma voluntaria por tratados interna-
cionales (en el caso de aquellos países que integran el 
acuerdo Schengen o acuerdos similares), o aquellos 
que simplemente han perdido el control de sus fron-
teras por falta de voluntad política en reforzar las mis-
mas ante invasiones masivas, coordinadas, financiadas 
y en muchos casos violentas de parte de migrantes 
ilegales.

Es difícil de entender a un gobierno que acepte 
como premisa que toda persona tiene el “derecho” 
de entrar a cualquier país, sin concluir que el país que 
haga esto renuncie inmediatamente su soberanía terri-
torial. Seamos claros, ningún migrante tiene el dere-
cho de entrar a un país!, por mucho que grupos como 
“pueblos sin fronteras”, repitan este mantra y mul-
tiplicado por los medios de comunicación de tendencia 
izquierdistas. La lógica progresión de esta falacia es 
que de igual manera todos tienen el derecho a una vi-
vienda y por consecuencia puedan a entrar a las casas 
que ellos decidan, sin el permiso de los propietarios.

En la frontera sur de los Estados Unidos, desde 
el gobierno del demócrata Bill Clinton hasta el actual 
republicano Donald Trump, se han visto forzados a 
construir murallas para aplicar el estado de derecho. 
Nadie tiene el derecho de entrar a los Estados Unidos, 
es un privilegio que el estado americano da aquellos 
que cumplan con los requisitos establecidos en sus le-
yes migratorias.

“El pedir asilo se hace con las manos arriba y no 
asaltando la frontera y agrediendo sus agentes federa-
les con piedras y otros objetos peligrosos” ..

..declaró un agente de Protección y Control de 
Fronteras en California en noviembre del año pasado 
y como acotación viéndose en las pantallas de televi-
sión.. como parte de la caravana de migrantes asal-
taban la frontera americana arreando la bandera de 
Honduras y Guatemala.

Si bien los acuerdos de derechos humanos estable-
cen el derecho al asilo, no todos que lleguen de manera 
ilegal califican para un asilo político, ya que la mayoría 
son migrantes económicos. Inclusive en los casos don-
de los migrantes huyen de situaciones donde peligran 
sus vidas, también hay casos donde el país receptor 
les ha dado protección en su territorio como medi-
da humanitaria, pero con un estatus de desplazado 
temporal, y no de refugiado, por la incapacidad del 
país receptor en asimilar de forma permanente una 
inmigración masiva por las razones que fueran.

 “Migración si, ilegales no”,(tomando en cuenta 
las prioridades nacionales de cada estado), es la política 
más lógica y justa , especialmente para aquellos inmi-
grantes que si cumplieron o están cumpliendo con las 
leyes migratorias.

Eric Lucas Rosas Gomez
Diplomático 
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gibilidad de la obligación de destino parcial del 30% a 
vivienda social regulada también se aplaza dos años 
desde que entre en vigor la modificación del PGM en 
aquellas actuaciones en las que se haya concretado una 
transacción del inmueble entre el 1 de julio de 2016 y 
hasta que se ejecute el acuerdo de aprobación inicial de 
la modificación. En el caso de transacciones efectuadas 
entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2016, la obli-
gación de destino parcial a vivienda protegida es del 
20% del techo urbanístico de vivienda hasta dos años 
después de la entrada en vigor de dicha modificación. 
Transcurrido el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la modificación, cualquier actuación de nueva 
construcción o de gran rehabilitación estará sujeta a las 
determinaciones que esta establezca.

Área de tanteo y retracto

Esta modificación del PGM también hace referen-
ciaa la declaración del área de tanteoy retracto, y a la 
definición de los plazos de edificación. En el documen-
to aprobado inicialmentese declara área de tanteo y 
retracto todo el término municipal de Barcelona, con 
una serie de objetivos, como cumplir con los que mar-
ca el Pla pel Dret a l’Habitatge 2016-2025: la exigen-
cia de incrementar el parque de viviendas vinculadas a 
políticas sociales; incrementar el patrimonio municipal 
de suelo y vivienda, especialmente la construcción, re-
habilitación o la destinación a vivienda de protección 
pública de los terrenos, edificios o viviendas que se ob-
tengan, así como la adquisición de suelos destinados a 
dotaciones públicas; y formar reservas para proteger y 
tutelar el suelo no urbanizable.

Según la modificación, corresponderá al Ayunta-
miento de Barcelona el ejercicio de los derechos de 
tanteo y retracto previstos en esta modificación del 
Pla General Metropolità, sin perjuicio de lo que pre-
vé el artículo 7.2. Los inmuebles susceptibles de estar 
sujetos a estos derechos son los edificios plurifamilia-
res enteros usados principalmente como vivienda; a 
los terrenos sin edificar, ya sean solares o parcelas en 
cualquier tipo de suelo; los terrenos con edificaciones 
ruinosas o totalmente desocupadas. También afecta a 
las viviendas en determinadas áreas, entre las cuales 
las áreas de rehabilitación y conservación, o dentro 
de las previsiones de un programa de rehabilitación, 
con especial consideración de las viviendas vacías y las 
de alquiler en régimen de prórroga forzosa. Las fincas 
edificadas incluidas en áreas de rehabilitación y con-
servación o dentro de las previsiones de un programa 
de rehabilitación, y las viviendas en construcción o ya 
construidas siempre que las personas transmisoras las 
hayan adquirido de la parte promotora. Y, si se trata de 
viviendas construidas, también es preciso que la trans-
misión se proyecte o perfeccione antes de que no haya 
transcurrido un año desde la finalización del edificio. 

Por último, las viviendas o edificios provenientes de 
ejecuciones hipotecarias o de procedimientos de com-
pensación o pago de deuda con garantía hipotecaria.

Por otra parte, esta modificación del PGM some-
te directamente a derechos de tanteo y retracto -en 
todo el término municipal- las transmisiones de: los 
edificios plurifamiliares enteros usados principalmente 
como vivienda; los terrenos sin edificar ya sean solares 
o parcelas en cualquier clase de suelo; los terrenos con 
edificaciones ruinosas o totalmente desocupadas, y las 
viviendas vacías sometidas al Impuesto sobre Viviendas 
Vacías, regulado por la Ley 14/2015, del 21 de julio.

Por último, se establece el periodo para empren-
der la edificación en el término municipal de Barcelo-
na, que tiene que llevarse a cabo dentro de los plazos 
previstos en el planeamiento vigente, y los que esta-
blezcan los nuevos planes, y en defecto de determina-
ción en los planes de estos plazos, se establece uno de 
dos años para emprender la edificación de las parcelas 
no edificadas ubicadas en áreas donde la calificación 
zonal prevea su destino como vivienda plurifamiliar o 
para usos mixtos que admitan este uso desde que ten-
gan la condición de solar.

Este plazo es también de aplicación para las parce-
las ocupadas por construcciones ruinosas, derribadas, 
paralizadas o inadecuadas para el lugar, que reúnan 
las condiciones del párrafo anterior. Por otra parte, 
se establece un plazo de tres años para emprender la 
edificación de las parcelas situadas en polígonos de ac-
tuación urbanística que tenían por objeto la ejecución 
sistemática de actuaciones de transformación, y que 
estén destinadas -según su calificación- a uso de vivien-
da plurifamiliar o mixtos que admitan este uso desde 
que tengan la condición de solar. 

APCE
Asociación de 

Promotores de Cataluña 

La tributación del arrendamiento de 
viviendas tras la Ley de Medidas de 

prevención y lucha contra el fraude fiscal

Recientemente se han producido cambios legislativos 
y jurisprudenciales que tienen una incidencia impor-
tante en la tributación del arrendamiento de vivien-

das en el IRPF como se expone a continuación.

Por una parte, la Ley 11/2021, de 9 de julio, de Me-
didas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, ha mo-
dificado el artículo 23.2 de la Ley del IRPF en relación con 
la práctica de la reducción del 60 por 100 en los arrenda-
mientos de viviendas, con efectos desde el 1 de enero de 
2021, como ha establecido su Disposición final séptima. 
Por tanto, nos encontramos ante una norma de carácter 
retroactivo que precisa ser analizada por los efectos que va 
a producir ya, desde el presente ejercicio fiscal.

Con la nueva redacción del precepto, la reducción 
sólo se va a poder practicar si se han autoliquidado co-
rrectamente por el obligado tributario los rendimientos 
procedentes del arrendamiento de viviendas, tanto en su 
vertiente positiva -los ingresos-, como en lo que respecta a 
los gastos deducibles. De ese modo, la reducción ya no va 
a ser posible dentro de los procedimientos de verificación 
de datos, de comprobación limitada o de inspección si las 
cifras declaradas por el contribuyente se ven alteradas, aun-
que sea con su conformidad. En consecuencia, si no se han 
declarado todos los ingresos y se inicia algún procedimiento 
de comprobación por parte de la Agencia Tributaria, la re-
ducción no resultará aplicable sobre las rentas descubiertas. 

La modificación del precepto viene motivada por la 
doctrina establecida en la sentencia del Tribunal Supremo 
de 15 de octubre de 2020 que, invocando el principio de 
íntegra regularización, había establecido el criterio de que 
la Hacienda pública debía practicar la reducción si ante el 
inicio de un procedimiento el contribuyente “declaraba” las 
rentas inicialmente ocultas; es decir, si existía una especie 
de “arrepentimiento espontáneo”. La realidad es que esta 
forma de proceder permitía a los contribuyentes “ocultar” 
los ingresos derivados de sus arrendamientos y regularizar 
su situación sin perder el incentivo si un eventual requeri-
miento por parte de la Administración tributaria les obli-
gada a declararlos. Por tanto, parece lógica la reacción de 
Hacienda promoviendo este cambio legislativo.

Y, como se acaba de señalar, la modificación también 
puede afectar a la vertiente de los gastos ya que, si se consi-
deran indebidamente deducidos, estos quedarán excluidos y 
la parte del rendimiento que se incremente no dará derecho 
a la reducción, aunque se haya aceptado la no deducibili-
dad por parte del contribuyente durante la tramitación del 
procedimiento de verificación de datos, de comprobación li-
mitada o de inspección de que se trate. Por tanto, cualquier 
error en la deducción de un gasto, aunque se reconozca, va 

a suponer un incremento de la renta sobre el que no se va a 
practicar reducción, lo que nos parece excesivo. 

En efecto, esta circunstancia puede suponer un incre-
mento de la litigiosidad, puesto que cualquier discrepancia 
entorno a la deducibilidad de un gasto va a llevar aparejada 
la necesidad de oponerse, en la medida en que su pérdida 
supone un incremento automático del rendimiento en dicho 
importe sin ninguna bonificación. Además, la regulariza-
ción de la cuota, lleva aparejada intereses de demora y una 
más que previsible apertura de un procedimiento sanciona-
dor por parte de la Administración. 

Además hay que tener en cuenta que no todos los gas-
tos deducibles previstos en los artículos 13 y 14 del Regla-
mento del impuesto tienen una aplicación clara y precisa. 
Por ejemplo, con frecuencia es difícil determinar si esta-
mos en presencia de un gasto que debe calificarse como 
de “reparación y conservación” (deducibles en el ejercicio) 
o como “mejora” (amortizable), lo que puede generar un 
primer punto de debate.

Por ejemplo, hasta la reciente sentencia del Tribunal 
Supremo de 15 de septiembre de 2021 ha existido una 
situación litigiosa sobre cuál debía ser el importe a tomar 
para el cálculo de la amortización en los inmuebles adqui-
ridos a título gratuito por herencia o donación. La Admi-
nistración defendía que el “coste de adquisición” a tener 
en cuenta para la práctica de la amortización era sólo el 
correspondiente a los “gastos y tributos satisfechos para 
su adquisición” y no el valor declarado o comprobado a los 
efectos de la liquidación del correspondiente impuesto de 
sucesiones o donaciones. Sin embargo, el Tribunal Supre-
mo ha fallado en contra del criterio de la Administración 
y ha establecido que se tomará como valor el declarado o 
comprobado en el ISD.
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Nuevas medidas en materia
de vivienda y alquiler.

Por medio de la presente deseamos informarles 
sobre ciertos aspectos que pueden resultar de su 
interés dada la entrada en vigor con fecha 6 de 

marzo de 2019 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de 
marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y 
alquiler, que al igual que el derogado RDL 21/2018, 
de 14 de diciembre – que ha estado vigente desde el 
día 19 de diciembre de 2.018 hasta el 23 de enero 
de 2.019-, comprende modificaciones en cinco nor-
mas: la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU), la Ley 
sobre Propiedad Horizontal, la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y el Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.
 
Resumimos brevemente los aspectos más destacados:

 
A.- Modificaciones de la LAU.

 
Se amplía el plazo de prórroga obligatoria de los 

contratos de arrendamiento de vivienda de 3 a 5 años 
(o 7 años si el arrendador es persona jurídica).

Se amplía el plazo de prórroga tácita de 1 a 3 
años. Es el plazo temporal por el que se amplía el 
contrato una vez transcurrido el periodo de prórroga 
obligatoria, en el caso de que ninguna de las partes 
manifieste su voluntad de no renovarlo.

Se aumentan los plazos de preaviso para dar por 
extinguido el contrato. El arrendador deberá notificar 
con cuatro meses de antelación y el arrendatario con 
dos meses.

Se limitan las garantías adicionales a la fianza, que 
no podrán exceder del importe de dos mensualidades de 
renta, salvo que se trate de contratos de larga duración.

Se establece que los gastos de gestión inmobilia-
ria y formalización del contrato correrán a cargo del 
arrendador si este es persona jurídica (una sociedad o 
empresa). A diferencia de lo establecido en el anterior 
RDL no se contempla ninguna excepción.

Se aclara la remisión de los contratos de alquiler 
turístico de vivienda a la normativa sectorial turística 
que resulte aplicable.

No se requiere la inscripción del contrato de arren-
damiento en el Registro de la Propiedad para surtir 
efectos frente a terceros.

Se exige que la causa “de necesidad” para ocupar la 
vivienda para sí o sus familiares por parte del arrendador 
(persona física), que le faculta para resolver anticipada-
mente el contrato - una vez transcurrido el primer años 
de su duración-, haya sido manifestada expresamente 

al tiempo de su celebración. El preaviso del arrendador 
para recuperar la vivienda deberá ser de dos meses.

En caso de enajenación de la vivienda arrendada, el 
comprador deberá subrogarse en el contrato de arrenda-
miento respectando los plazos y condiciones pactadas, 
aunque no esté inscrito en el Registro de la Propiedad.

En los contratos de larga duración, podrá pactarse 
la renuncia a la subrogación en caso de fallecimiento 
del arrendatario. Se exceptúan los supuestos en los que 
el subrogado se encuentre en situaciones de especial 
vulnerabilidad.

El incremento de la renta de alquiler, producido 
por la actualización anual, no podrá exceder a la varia-
ción experimentada por el Índice de Precios al Consu-
mo (IPC) a fecha de cada actualización.

Se hace referencia al derecho de tanteo y retrac-
to que podrá establecer la legislación sobre vivienda, 
respecto a la totalidad del inmueble, en supuestos de 
venta conjunta de la vivienda con otras viviendas pro-
piedad del arrendador, o cuando se vendan de forma 
conjunta por parte de varios propietarios a un mismo 
comprador. 

Toda esta nueva normativa no es aplicable al al-
quiler de viviendas cuya superficie sea superior a 300 
m2 o cuya renta de alquiler inicial en cómputo anual 
exceda de 5,5 veces el SMI.

 
B.- Novedades en materia fiscal.

 
Se establece la exención del Impuesto sobre Trans-

misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos en la suscripción de contratos de arrendamiento de 
vivienda para uso estable y permanente.

Se habilita a los Ayuntamientos la posibilidad de 
establecer una bonificación de hasta el 95 por ciento 
en la cuota del IBI para las viviendas sujetas a alquiler 
a precio limitado.

Se exceptúa la obligación de repercutir el IBI al 
arrendatario en el alquiler social de vivienda por parte 
de Administraciones o entes públicos.

Se posibilita que los Ayuntamientos puedan deter-
minar mediante ordenanza fiscal el recargo del IBI a las 
viviendas desocupadas con carácter permanente.

C.- Modificaciones de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.
 

La reforma posibilita que los arrendatarios puedan 
instar procedimientos de juicio verbal cuando la cuan-
tía no supere 6.000.
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Se termina con los desahucios “abiertos”. Los juz-
gados deberán fijar el día y hora exactos para practicar 
los lanzamientos. 

Los juzgados comunicarán de oficio a los Servicios 
Sociales la existencia del procedimiento de desahucio, 
a los efectos de que puedan apreciar la posible situa-
ción de vulnerabilidad.

La suspensión de los procesos judiciales, en su-
puestos de vulnerabilidad del arrendatario, será de un 
mes en caso de que el arrendador sea persona física, 
y de tres meses, si el arrendador es persona jurídica.

 
D.- Sobre los precios de alquiler de la vivienda.

 
Se crea un Sistema de Índices de referencia del 

precio del alquiler de vivienda, que deberá ser elabo-

rado por la Administración General del Estado en el 
plazo de ocho meses.

 
Se prevé que para la determinación de dicho ín-

dice se utilizarán, entre otras fuentes de información, 
los datos procedentes de la Administración tributaria, 
del Catastro Inmobiliario, del Registro de la Propiedad 
y de los Registros de depósito de las fianzas de alquiler.

 
La reforma contenida en este Real Decreto-ley de-

berá convalidarse en el plazo máximo de 30 días por 
la Diputación Permanente del Congreso de Diputados, 
pero sus normas son ya aplicables desde el día 6 de 
marzo.

 BUFETE ROS PETIT

Control de fronteras

Una de las primeras lecciones en la materia de 
ciencias políticas que se imparte en las univer-
sidades de Estados Unidos es la definición de 

la soberanía, como la porción de territorio nacional 
donde el gobierno ejerce su potestad como soberano. 
Dicho de otro modo, si en una parte de un país, el 
gobierno central no puede aplicar las leyes, ni ejercer 
como gobierno , efectivamente en esa región ha deja-
do de ser soberano o descrito de otra manera se ha 
convertido en un simple soberano “titular”. (ejemplo: 
lo que fue la zona del canal de Panamá en su época 
gobernado por los Estados Unidos, los territorios de 
Colombia controlados por la guerrilla FARC o partes 
de Siria, Libia ,Iraq y Afganistán actualmente controla-
do por sus respectivos grupos armados)

Otro principio básico para la soberanía, es ejercer 
el control de las fronteras del país. Se puede ceder la 
soberanía de forma voluntaria por tratados interna-
cionales (en el caso de aquellos países que integran el 
acuerdo Schengen o acuerdos similares), o aquellos 
que simplemente han perdido el control de sus fron-
teras por falta de voluntad política en reforzar las mis-
mas ante invasiones masivas, coordinadas, financiadas 
y en muchos casos violentas de parte de migrantes 
ilegales.

Es difícil de entender a un gobierno que acepte 
como premisa que toda persona tiene el “derecho” 
de entrar a cualquier país, sin concluir que el país que 
haga esto renuncie inmediatamente su soberanía terri-
torial. Seamos claros, ningún migrante tiene el dere-
cho de entrar a un país!, por mucho que grupos como 
“pueblos sin fronteras”, repitan este mantra y mul-
tiplicado por los medios de comunicación de tendencia 
izquierdistas. La lógica progresión de esta falacia es 
que de igual manera todos tienen el derecho a una vi-
vienda y por consecuencia puedan a entrar a las casas 
que ellos decidan, sin el permiso de los propietarios.

En la frontera sur de los Estados Unidos, desde 
el gobierno del demócrata Bill Clinton hasta el actual 
republicano Donald Trump, se han visto forzados a 
construir murallas para aplicar el estado de derecho. 
Nadie tiene el derecho de entrar a los Estados Unidos, 
es un privilegio que el estado americano da aquellos 
que cumplan con los requisitos establecidos en sus le-
yes migratorias.

“El pedir asilo se hace con las manos arriba y no 
asaltando la frontera y agrediendo sus agentes federa-
les con piedras y otros objetos peligrosos” ..

..declaró un agente de Protección y Control de 
Fronteras en California en noviembre del año pasado 
y como acotación viéndose en las pantallas de televi-
sión.. como parte de la caravana de migrantes asal-
taban la frontera americana arreando la bandera de 
Honduras y Guatemala.

Si bien los acuerdos de derechos humanos estable-
cen el derecho al asilo, no todos que lleguen de manera 
ilegal califican para un asilo político, ya que la mayoría 
son migrantes económicos. Inclusive en los casos don-
de los migrantes huyen de situaciones donde peligran 
sus vidas, también hay casos donde el país receptor 
les ha dado protección en su territorio como medi-
da humanitaria, pero con un estatus de desplazado 
temporal, y no de refugiado, por la incapacidad del 
país receptor en asimilar de forma permanente una 
inmigración masiva por las razones que fueran.

 “Migración si, ilegales no”,(tomando en cuenta 
las prioridades nacionales de cada estado), es la política 
más lógica y justa , especialmente para aquellos inmi-
grantes que si cumplieron o están cumpliendo con las 
leyes migratorias.

Eric Lucas Rosas Gomez
Diplomático 

Como puede apreciarse, la consideración o determi-
nación de un gasto como deducible no es algo siempre cla-
ro y pacífico. Por ello, a través de la reforma llevada a cabo 
en la Ley del IRPF por la Ley de Medidas de prevención 
y lucha contra el fraude fiscal se está ejerciendo una pre-
sión sobre los gastos deducibles en los arrendamientos de 
vivienda, generando inseguridad jurídica sobre la deducibili-
dad de alguno de ellos. De existir una discrepancia, aunque 
sea razonable, si la balanza se inclina del lado de la Admi-
nistración ello va a llevar acarreada la pérdida íntegra de 
la bonificación sobre el importe del gasto no deducible, lo 
que parece una penalización excesiva en situaciones como 
las que se ha descrito y que obliga al contribuyente a una 
depuración de sus propios gastos o a utilizar un criterio de 
prudencia máxima en una zona llena de incertidumbres y 
conceptos jurídicos indeterminados. 

En definitiva, consideramos que, en materia de gastos 
no deducibles, cuando pueda haber una discrepancia razo-
nable e incluso cuando se haya llegado a un consenso con 
el administrado sobre los gastos deducibles, debería haber-
se admitido la práctica de la reducción sobre el rendimiento 
incrementado. Sin embargo, la redacción del precepto es 

tajante y todo gasto que se excluya va a suponer la tribu-
tación íntegra por el mayor rendimiento que supone, sin 
derecho a reducción alguna. 

Como ocurre tantas veces en materia tributaria, para 
reaccionar frente al criterio establecido por el Tribunal Su-
premo, se ha introducido una redacción en la norma que 
puede suponer mayor conflictividad, en vez de solventar el 
problema jurídico anteriormente planteado. 

En definitiva, a partir de ahora habrá que poner aten-
ción máxima a la hora de la deducción de los gastos vincu-
lados con el arrendamiento de viviendas: si la Administra-
ción no comparte el criterio, el incremento del rendimiento 
no tendrá derecho a bonificación alguna y tal vez ello exija 
acciones por parte del contribuyente.

 
José Pedreira Menéndez

Catedrático de Derecho Financiero y Tributario. 
Abogado Responsable del Departamento de 

Entidades no Lucrativas de Garrido Abogados


